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RECURSO DE APELACION

Misael Antonio Galindo Hurtado <mgalindoh15@yahoo.com>
Lun 29/08/2022 2:58 PM

Para: Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ventanillacsjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Buenas tardes señor Juez 8o EPMS:

En mi condición de apoderado del señor Melquis García, de acuerdo a poder
adjunto y enviado a su Despachi a través de este email, de manera respetuosa le
maniifesto que interpongo RECURSO DE APELACION en contra de su Proveído por
medio del cual dispuso negar el subrogado penal de la libertad condicional a mi
prohijado, habiéndole sido notificado el pasado jueves 25 de los cursantes.

En consecuencia, le solicito que me sea informado cuándo empiezan a correr los
términos para la respectiva sustentación, conforme al artículo 194 y demás normas
concordantes de la Ley 600 de 2000. 

Cordial saludo,

MISAEL GALINDO H.
T.P. No. 100604 C. S. DE LA J.
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Bogotá, D.C. 2 de septiembre de 2022 

 

Señores 

JUZGADO TREINTA Y CUATRO PENAL DEL CIRCUITO 

Ciudad 

 

REFERENCIA: 1100160007212017-00930-00 (N.I. 15905) 

ASUNTO: Sustentación del recurso de apelación 

 

MISAEL A. GALINDO H, identificado civil y profesionalmente como aparece 

al firmar, obrando en nombre y representación del señor MELQUIS DANIEL 

GARCÍA GONZÁLEZ dentro del asunto de la Referencia y encontrándome 

dentro de los términos establecidos en los artículos 187 y 194 de la Ley 600 de 

2000, de manera respetuosa concurro ante su Despacho con el fin de 

SUSTENTAR EL RECURSO DE APELACIÓN interpuesto contra el 

Proveído proferido el 18 de los cursantes por el Juzgado 8º de Ejecución de 

Penas y M.S., de esta ciudad, por medio del cual denegó la solicitud de libertad 

condicional a mi prohijado. 

 

ARGUMENTOS DEL RECURSO DE APELACIÓN 

 

PRIMERO: EL A QUO YERRA AL HACER VALORACIONES DE 

PREVENCION GENERAL DE LA FUNCIÓN DE LA PENA PARA LA 

NEGACION DEL SUBROGADO PENAL A MI PROHIJADO. 

 

Ha de tenerse presente que para el otorgamiento o no del subrogado penal de 

la libertad condicional, le corresponde al juzgado ejecutor examinar si las 

funciones de prevención especial y reinserción social de la pena se cumplen a 

favor del peticionario, tal como expresamente lo dispone el inciso segundo del 

artículo 4º del C.P., de tal modo que cualquier nevo juicio de reproche penal 

acerca de la conducta realizada en su momento resulta a todas luces 
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improcedente en sede de ejecución, como erradamente lo efectuó el a quo al 

ocuparse de ese tópico en la Decisión, motivo del presente disenso. 

 

Es así, que la prevención especial y la reinserción social son aplicables al 

condenado durante la fase de ejecución de la pena, por cuanto que el análisis 

de la conducta punible respecto a sus funciones de prevención general, 

retribución justa y protección del condenado se efectúan durante su respectiva 

tipificación punitiva por parte del legislador, y posteriormente en la 

imposición de la sentencia condenatoria por el juzgado respectivo. 

 

Vale la pena indicar que, conforme a lo expuesto por Anselm Feuerbach, la 

prevención general de la pena opera de manera negativa en el momento que 

el legislador considera necesario tipificar determinada conducta como delito; 

es la amenaza que el legislador hace a la comunidad en general de la 

imposición de una determinada sanción a quien realice la conducta allí 

descrita, es la coacción psicológica que el legislador envía a la sociedad para 

que se abstengan de realizar determinada conducta. 

 

Así mismo, a la pena le está asignada una función de prevención general 

positiva consistente, como lo expone Günther Jakobs en su Obra de “Derecho 

Penal Parte General. Fundamentos y Teoría de la Imputación”, a que los 

ciudadanos respeten el orden jurídico, que cumplan las normas, acaten la 

normatividad vigente, so pena de verse inmersos a sufrir la consecuencia 

penal. 

 

De esta manera se tiene que cuando la decisión judicial que declara 

penalmente responsable a alguien de la comisión de algún delito queda 

debidamente ejecutoriada, cesan inmediatamente los efectos de la prevención 

general de la pena para empezar, en fase de ejecución, ocuparse de las 

funciones de prevención especial y reinserción social, como lo dispone el 

segundo inciso del artículo 4º del C.P. 
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Al igual que la prevención general, se tiene que la prevención especial opera 

de manera positiva y negativa, siendo la primera cuando el penalmente 

responsable es privado de su libertad en un centro penitenciario, en tanto que 

la segunda hace referencia cuando ya se hace acreedor a retornar a la sociedad 

luego de haber permanecido determinado tiempo recluido en centro 

penitenciario. 

 

Es así, que al juez ejecutor de penas y medidas de seguridad le corresponde 

examinar si se han cumplido las funciones de la prevención especial por parte 

del condenado para decidir sobre la concesión del subrogado de libertad 

condicional a su favor, de tal modo que su labor ha de contraerse a examinar 

cómo ha sido el comportamiento del penado durante su permanencia en 

reclusión para así determinar si resulta o no merecedor de ingresar a la 

comunidad de la que formaba parte antes de la comisión del punible por el 

cual fue condenado.  

 

Para ello, le asiste a este operador judicial la obligación de analizar los 

documentos que las autoridades penitenciarias le alleguen acerca de cómo ha 

sido la conducta del peticionario, si ha sido o no sancionado 

disciplinariamente, si ha tenido o no intentos de fuga durante su permanencia 

en la reclusión, si está o no ejerciendo labores de redención (ya sea en 

actividades de trabajo, de estudio o de enseñanza), siéndole totalmente vedado 

reiterar los juicios de reproche que profirió el juez sentenciador al momento 

de proferir la condena en su contra. 

 

Igualmente, tampoco le es permitido al ejecutor hacer nuevas elucubraciones 

respecto a la gravedad de la conducta punible para negar el subrogado incoado 

por el penado. 

 

De acuerdo a lo hasta ahora expuesto, se tiene que resultan desatinadas las 

argumentaciones expuestas por el juzgado ejecutor en contra de mi prohijado 

al negarle su libertad condicional aduciendo que la sociedad “no ve con buenos 

ojos estos hechos porque impulsaría a la comunidad a incurrir en similares 

delitos bajo el equívoco que no tendrían que cumplir la totalidad de la pena en 

prisión”, ya que a todas luces se vislumbra que se trata de una opinión 
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demasiada personal por parte de dicho operador judicial respecto a los 

punibles por los cuales fue sancionado mi prohijado dentro de estas 

diligencias, sin ofrecer algún respaldo probatorio que la sustente. 

 

Además, dichas afirmaciones en la mentada Determinación obedecen a un 

examen de prevención general de la pena, el cual resulta totalmente ajeno a 

sus competencias como ejecutor de la misma. 

 

Si mi patrocinado fue investigado y posteriormente sancionado por la comisión 

de tales delitos, el juicio de reproche penal por los mismos quedó agotado 

cuando este Despacho, actuando con funciones de conocimiento, profirió la 

respectiva sentencia condenatoria, de tal modo que resulta improcedente que 

el juez ejecutor vuelva a emitir nuevos pronunciamientos sobre la gravedad 

de los punibles que se le enrostraron en su momento, como lo hizo en su 

Proveído, motivo del presente recurso. 

 

Dentro de su labor como ejecutor de dicha pena para decidir sobre la concesión 

del citado subrogado, le asistía al a quo estudiar si la función de la prevención 

especial de la pena se había cumplido en debida forma respecto a GARCÍA 

GONZÁLEZ, la cual se establece que dicho requisito se verifica con los 

documentos que sobre el particular le hubieran sido allegados por el centro 

penitenciario y carcelario donde se halla recluido mi prohijado, pero no entrar 

a hacer referencias propias de la prevención general de la pena por cuanto que 

ese aspecto ya quedó superado con la imposición de la sanción que le fue 

impuesta por el juzgado de conocimiento. 

 

Es por ello, que debió valorar los documentos y los aspectos que obran en la 

foliatura, los cuales resultan favorables para la concesión de su libertad 

condicional, tales como se mencionan a continuación: 

 

 Mi representado tiene arraigo familiar y social, como acertadamente lo 

reconoció el a quo; 
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 La conducta de mi apadrinado al interior del centro carcelario ha girado 

entre BUENA y EJEMPLAR; 

 

 Ausencia de sanciones disciplinarias en el centro penitenciario; 

 

 Jamás se ha fugado o ha intentado fugarse; 

 

 Se encuentra redimiendo en actividades de trabajo, actualmente en 

servicios de biblioteca orientado a incentivar la lectura y la cultura de 

los demás internos de ese penal; 

 

 

 Resolución favorable expedido por las distintas autoridades 

penitenciarias de “La Picota” en las que indican que GARCÍA 

GONZÁLEZ resulta merecedor de serle concedida su libertad 

condicional, por cuanto que ha cumplido todos los requisitos sociales, 

jurídicos y psicológicos para ello. 

 

Siendo así las cosas, resulta palmario que resulta jurídicamente desacertada 

la Decisión del señor Juez 8o de ejecución de penas y M.S., de esta ciudad, al 

negarle a mi representado dicho subrogado, por cuanto que jamás debió hacer 

reparos propios a la prevención general de la pena, ya que a esa instancia le 

corresponde solamente examinar lo relacionado con la prevención especial de 

la misma, tal como lo contempla expresamente el inciso 2º del artículo 4º del 

C.P. 

 

De acuerdo a lo anterior, le correspondía concluir a dicho operador judicial que 

GARCÍA GONZÁLEZ se encuentra jurídicamente apto para retornar a la vida 

en sociedad ya que ha cumplido a cabalidad las funciones de la pena durante 

la fase de su ejecución. 
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Es más, el a quo igualmente erró en su Decisión al omitir tener en cuenta que 

conforme a la sentencia C-757 de 2014, les corresponde a los jueces ejecutores 

de penas y medidas de seguridad valorar el comportamiento del condenado 

durante su permanencia en los centros de reclusión. 

 

Si bien es cierto que dicha sentencia indica que deben valorarse los aspectos 

favorables y desfavorables que reposen respecto al condenado, la Alta 

Corporación fue enfática en establecer que para la concesión de la libertad 

condicional los jueces ejecutores deben examinar el comportamiento del 

penado durante su permanencia en reclusión, no siéndoles permitido efectuar 

nuevamente valoraciones referentes a la modalidad y/o gravedad de la 

conducta, por cuanto que esos aspectos ya fueron valorados por el juez al 

proferir la sentencia condenatoria en contra del procesado y al encontrarse en 

fase de ejecución de la pena, su labor ha de contraerse en examinar si se han 

satisfecho los presupuestos de la prevención especial durante la reclusión para 

acceder a su reincorporación social, la cual se obtiene mediante el 

otorgamiento de su libertad condicional. 

 

Es claro que con su cuestionada Decisión a través del presente recurso, el a 

quo se ocupó de valorar aspectos jurídicos que escapan de su competencia, los 

cuales ya habían sido examinados por el juzgado de conocimiento al proferir 

su sentencia condenatoria y, además, dejó de ocuparse de los que legalmente 

le correspondía efectuar dentro del marco contemplado en el inciso 2º del 

artículo 4º del C.P. 

 

Es por lo argüido, que con el debido respeto le solicito a este Despacho 

subsanar tal yerro jurídico en que incurrió el a quo y, en consecuencia, acceder 

favorablemente a lo incoado por este recurso dentro del Acápite “PETICIÓN” 

que más adelante se indicará. 
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SEGUNDO: EL JUZGADO NO TUVO EN CUENTA LAS ACTIVIDADES DE 

REDENCIÓN Y TAMPOCO LOS DISTINTOS CURSOS QUE HA 

ADELANTADO MI PROHIJADO DURANTE SU RECLUSIÓN 

 

Dentro de la actuación reposa que GARCÍA GONZÁLEZ ha redimido en 

actividades de trabajo y ha adelantado varios cursos durante su permanencia 

en centro de reclusión, pero inexplicablemente el fallador de primer grado los 

ignoró, los cuales habrían sido útiles para que la decisión de primer grado 

hubiera sido a favor de la concesión del mentado subrogado penal. 

 

Es por ello, que, para su respectiva valoración en pro de lo incoado por mi 

prohijado, respetuosamente le informo a su Despacho que durante su tiempo 

de reclusión intramural GARCÍA GONZÁLEZ ha adelantado cursos de 

Cadena de Vida, Familia, Responsabilidad Integral de Vida (R.I.V.), Misión 

Carácter, entre otros, de los que no le fue expedida la respectiva certificación 

por las autoridades penitenciarias, pero que ha estado presente en los mismos, 

todos ellos orientados a su retorno social. 

 

Igualmente, el a quo injustificadamente tampoco en cuenta que mi apadrinado 

ha ejercido labores de trabajo para efectos de redimir la pena que le fue 

impuesta por su Despacho en la sentencia condenatoria, tales como aprender, 

durante 8 horas diarias de lunes a viernes, labores de telares y tejidos desde 

julio 1º de 2018, es decir, tan pronto le fue autorizado por el comité de trabajo, 

estudio y evaluación (T.E.E.) del centro penitenciario en que ha permanecido 

recluido durante estos cinco años; labor ésta que ejerció con calificación de 

SOBRESALIENTE. 

 

Sin embargo, como quiera que mi representado es inquieto en querer aprender 

múltiples disciplinas que le permitan retornar al conglomerado familiar u 

social, se tiene que desde el 1º de diciembre de 2021 emprendió sus actividades 

de redención al interior de la biblioteca durante 8 horas diarias de lunes a 

viernes, en el que estimula a los demás compañeros de reclusión para que se 

interesen por la lectura en distintas áreas (sociales, literatura, historia, 

decrecimiento personal, manejo de relaciones interpersonales, etc.), y en el que 

su permanente evaluación ha sido la de SOBRESALIENTE. 
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Como se puede observar con facilidad, estos tópicos debieron ser tenidos en 

cuenta por el a quo a favor de mi representado con el objeto de haber atendido 

favorablemente su petición de libertad condicional, ya que se vislumbra con 

facilidad que el interno en mención no ha permanecido inactivo, no ha estado 

ocioso durante su permanencia intramural, sino que ha desarrollado múltiples 

labores de índole laboral y académico que le han permitido crecer en varias 

áreas de su vida, de tal modo que, junto con los argumentos expuestos en el 

antecedente argumento de este recurso, resulta merecedor su regreso a su 

entorno familiar y social. 

 

Es más, el fallador de instancia extrañamente se olvidó que los subrogados 

penales y los mecanismos sustitutivos de la prisión intramural tienen un doble 

propósito, uno a nivel del propio recluso, y otro a nivel social dentro de la 

reclusión, pero ambos encaminados a descongestionar los centros carcelarios, 

así como el de brindarles una nueva oportunidad a los reclusos a su propio 

entorno familiar, laboral y social del que con ocasión de la sentencia 

condenatoria proferida en su contra fueron retirados del conglomerado social. 

 

En el primer evento, se tiene que si el penado ha cumplido a cabalidad los 

reglamentos, las directrices, las imposiciones propias del régimen 

penitenciario; no fue objeto de sanciones disciplinarias durante su 

permanencia en reclusión; estuvo ocupado desempeñando actividades de 

redención (ya sea, estudiando, trabajando o enseñando a los demás 

compañeros); si su conducta siempre estuvo girando entre BUENA Y 

EJEMPLAR y la labor emprendida en su redención fue calificada como 

SOBRESALIENTE, resulta fácil deducir que por ese aspecto personal resulta 

procedente restituirle sus derechos a convivir en sociedad, mediante el 

otorgamiento de su libertad condicional. 

 

Así mismo, dicho subrogado representa un estímulo para los demás reclusos, 

por cuanto que al percatarse que a uno de sus compañeros le fue concedido el 

mismo, indefectiblemente orientarán su proceder intramural en ese mismo 

sentido a efectos que posteriormente también resulten acreedores al mismo. 
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Sobre lo expuesto hasta el momento, considero que resulta de gran utilidad 

consultar los estudios que sobre el particular han efectuado los profesores 

Günther Jakobs, Claus Roxin, Heiko Lesch y Francisco Muñoz Conde, en sus 

diversas obras de Derecho Penal, Parte General; y éste último en su estudio 

dogmático sobre “La Función de la Pena”. 

 

Siendo así las cosas, se tiene que al haber sido desconocidos por el a quo estos 

aspectos que militan a favor de mi apadrinado y, consecuentemente, haberle 

denegado su libertad condicional, fácilmente se deduce que tal Decisión se 

encuentra al margen de la ley por haber contrariado los principios, los 

fundamentos y los objetivos establecidos por el legislador respecto a dicho 

subrogado, motivo por el cual le corresponde a su Despacho subsanar tal yerro 

jurídico al momento de resolver el presente recurso, no siendo forma diferente 

que la de atender favorablemente lo aquí impetrado a favor de GARCÍA 

GONZÁLEZ, esto es, la libertad condicional. 

 

Es claro que las mencionadas probanzas que se acompañan a este recurso - 

pese a que ya obran en la foliatura por cuanto que le fueron allegadas en debida forma y 

oportunamente al fallador de primer grado con la solicitud respectiva pero que extrañamente 

fueron ignoradas -, indefectiblemente demuestran que en mi representado sí se 

ha cumplido cabalmente las funciones de resocialización y prevención especial 

positiva de la pena durante estos cinco años que ha permanecido privado de 

su libertad en este centro de reclusión, conforme a lo dispuesto en el segundo 

inciso del artículo 4º del C.P. y que, por ende, resulta jurídicamente procedente 

que retorne a su entorno familiar, social y laboral con la concesión del 

pluricitado subrogado penal a su favor, tal como se eleva ante su Distinguido 

Despacho por parte del suscrito a través del presente medio de impugnación.  
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TERCERO: EL JUZGADOR DE INSTANCIA NO TUVO EN CUENTA LA 

INSOLVENCIA ECONÓMICA DE MI DEFENDIDO QUE LE IMPIDIÓ 

CUMPLIR LA CARGA MONETARIA IMPUESTA POR ESTE DESPACHO 

EN LA SENTENCIA CONDENATORIA PROFERIDA EN SU CONTRA. 

ADEMÁS, SALTÓ POR ALTO QUE HASTA EL MOMENTO NO SE TIENE 

CUANTIFICADO EL MONTO DE LOS PERJUICIOS IRROGADOS A LA 

VÍCTIMA. 

 

Resulta necesario poner de presente que no obstante que el citado artículo 64 

del C.P. consagra que constituye requisito indispensable para el otorgamiento 

de la libertad condicional la reparación de los perjuicios causados a la víctima 

por la comisión de la conducta punible realizada en su contra, igualmente el 

mismo precepto señala que no hay lugar a la exigencia de dicho pago en el 

evento que el condenado demuestre su insolvencia económica. 

 

Sin embargo, pese a la claridad de la norma en mención en ese aspecto, 

extrañamente, el a quo indicó que mi representado no ha cancelado los 

perjuicios ocasionados a la víctima por la comisión de las conductas 

enrostradas en su contra.  

 

En su cuestionada Determinación por medio del presente recurso, el a quo dejó 

de tener en cuenta los documentos expedidos por distintas autoridades 

oficiales en los que fácilmente se vislumbra con total nitidez que mi 

apadrinado se encuentra totalmente insolvente, motivo por el cual le resulta 

imposible cumplir con este presupuesto legal para el otorgamiento de su 

libertad condicional. 

 

Es de anotar, que aunque en la Cuestión Final de su Proveído, el a quo señaló 

que conforme a lo normado en la Ley 65 de 1993 la falta de pago de  perjuicios 

causados por el delito no conlleva por sí sola a la negación de la libertad 

condicional del penado, también se tiene que del examen atento de las 

Consideraciones que expuso en precedencia se observa con claridad que este 

no pago de perjuicios fue una de las razones que puso de presente para 

desatender dicho subrogado a mi prohijado. 
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Es así, que en su debida oportunidad, GARCÍA GONZÁLEZ le allegó al a quo 

las certificaciones que le fueron expedidas el 1º de julio de la cursante 

anualidad por la UAECD y la Cámara de Comercio, de Bogotá, D.C., 

informándole que luego de examinadas sus base de datos se encontró que a su 

nombre y su número de cédula de ciudadanía no figuran predios registrados a 

su nombre; así mismo,  no figura como propietario de establecimientos de 

comercio, no tiene cuotas o es parte de alguno de tales establecimientos, ni 

aparece registrado como representante o integrante de junta directiva de los 

mismos, o revisor fiscal. 

 

Así mismo, le fue allegado al citado juzgado ejecutor la respectiva certificación 

del RUNT, calendada l 14 de julio de la cursante anualidad, indicando que a 

nombre y número de cédula de mi defendido no aparecen registrados 

automotores registrados a favor suyo. 

 

Pese a tales probanzas recientes, expedidas por autoridades competentes, con 

las que se corrobora hasta la saciedad que GARCÍA GONZÁLEZ se encuentra 

totalmente insolvente económicamente, por cuanto que no tiene bienes 

inmuebles; no tiene establecimientos de comercio, ni es socio, o representante 

legal o revisor fiscal de alguno de ellos; y tampoco es propietario de 

automotores, de tal modo que no está obligado a pagar multas o perjuicios 

derivados de la comisión del delito enrostrado en su contra, extrañamente el 

a quo denegó su solicitud de libertad condicional bajo el argumento de la falta 

de pago de la multa que le fue impuesta por este Despacho en la sentencia 

condenatoria proferida en su contra. 

 

Ahora, además de la actual y probada insolvencia económica de mi prohijado 

que le impiden pagar los perjuicios a la víctima, obsérvese que en el proceso 

no se tiene conocimiento a la fecha en cuánto se cuantifican los mismos, por 

cuanto que no reposa en el expediente alguna decisión judicial en ese sentido, 

lo cual resulta un desatino jurídico argüir que es denegado dicho subrogado a 

mi prohijado por no haber pagado dicha obligación derivada del delito, pero no 

se precisa su valor. 

 



12 
 

Es más, el propio juzgado reconoce que la víctima inició el incidente de 

reparación integral luego de proferida la sentencia en contra de mi defendido, 

pero así mismo reconoce que hasta el momento se desconoce el monto de los 

perjuicios reclamados. 

 

Sin embargo, en su extraña Decisión expuso que GARCÍA GONZÁLEZ no 

había cumplido con dicha obligación a favor de la víctima y que, por ende, no 

resultaba posible concederle la libertad solicitada por no reunirse este 

requisito, lo cual contradice la lógica jurídica ya que si se desconoce el monto 

de los perjuicios causados a la víctima con la comisión de dicho punible, 

igualmente resulta imposible entrar a sufragarlos. 

 

Es por ello, que al resolver el presente recurso de apelación le asiste a este 

Despacho corregir tal yerro en que incurrió el a quo sobre este requisito en su 

Decisión, a efectos que con mayor acierto jurídico proceda a revocarla y, en 

consecuencia, le sea atendida a GARCÍA GONZÁLEZ su subrogado 

liberatorio.  

 

CUARTO: LA ACUAL FASE DE TRATAMIENTO PENITENCIARIO EN 

QUE SE ENCUENTRA MI DEFENDIDO NO CONSTITUYE OBSTÁCULO 

LEGAL ALGUNO PARA LA CONCESIÓN DE ESTE SUBROGADO PENAL, 

COMO ERRADAMENTE LO ADUJO EL JUZGADO DE EJECUCIÓN DE 

PENAS EN SU PROVEÍDO, AQUÍ IMPUGNADO. 

 

Al examinar con detenimiento el artículo 64 del C.P., modificado por el artículo 

30 de la Ley 1709 de 2014 preceptúa los requisitos que ha de cumplir el 

condenado a efectos que le sea concedida su libertad condicional, entre los que 

no exige que el peticionario se encuentre ubicado en determinada fase de 

tratamiento penitenciario, como erradamente lo adujo el a quo en su 

cuestionada Determinación, objeto del presente recuso. 
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Es más, al establecer las “Pautas para la atención integral y el tratamiento 

penitenciario”, la Resolución No. 7302 de 2005 tampoco hace mención que el 

interno deba encontrarse incluido en determinada fase de tratamiento 

penitenciario como requisito previo para la concesión de su libertad 

condicional. 

 

Obsérvese, que al ocuparse de las distintas fases de tratamiento penitenciario, 

en su artículo 10º la mentada Resolución señala que las mismas se clasifican 

en alta seguridad, mediana seguridad, confianza y de confianza, indicando 

cuándo se obtiene cada una de ellas. 

 

Es así, que si la conducta de GARCÍA GONZÁLEZ ha sido considerada como 

EJEMPLAR por parte del Comité de Evaluación y Tratamiento (C.E.T.), como 

claramente lo denota su cartilla biográfica, se desprende que ha demostrado 

responsabilidad y manejo adecuado de las normas internas del penal; si no 

tiene requerimiento por autoridad judicial, como bien se denota con la 

expedición de la Resolución Favorable expedido por dicho C.E.T.; si ya ha 

cumplido las 4/5 partes del tiempo requerido para la libertad condicional (que 

equivalen a casi 48 meses de pena cumplida), fácilmente se desprende que 

etapa asumiendo actitudes propias de quien deba estar ubicado en la fase de 

tratamiento de mínima seguridad, de tal modo que si no ha sido clasificado 

dentro de ella ha obedecido a la inoperancia de los funcionarios encargados de 

tales labores. 

 

A lo anterior, ha de sumársele que mi prohijado carece de antecedentes 

penales, no tiene circunstancias de mayor punibilidad, los cuales 

inexplicablemente dejaron de ser tenidas en cuenta por el fallador de primer 

nivel a efectos de que su Decisión hubiera sido proferida en sentido contrario 

a la finalmente proferida. 

 

Todo esto demuestra que la personalidad de mi prohijado amerita la concesión 

del subrogado penal, aquí deprecado, a su favor. 
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Tengamos en cuenta que mi representado se encuentra en una posición de 

total sujeción a las autoridades penitenciarias, de tal modo que cualquier 

petición que eleve ante la oficina jurídica debe tramitarse a través de los 

guardines, como en efecto lo realizó desde el 6 de junio de la cursante 

anualidad en la que solicitó la actualización de su fase de tratamiento, pero 

inexplicablemente han pasado más de dos meses sin que le hayan respondido 

tal petición. 

 

Sin embargo, el hecho de no encontrarse actualizado este aspecto meramente 

administrativo imputable, se reitera, a la ineficiencia de las autoridades 

penitenciarias en ese sentido, no debe ser razón jurídica válida para que la 

Judicatura disponga la negación del subrogado penal de mi prohijado, menos 

aún, porque se encuentra nítidamente demostrado que GARCÍA GONZÁLEZ 

satisface plenamente las exigencias contempladas en el Código Penal para tal 

fin, como bien lo corroboran las probanzas obrantes en diligencias. 

 

Ahora, obsérvese que si mi representado hubiera tenido algún requerimiento 

judicial; si no hubiera cumplido los planes, programas y actividades 

establecidas por las autoridades penitenciarias; si su conducta estuviera 

clasificada como regular o mala; si hubiera sido sancionado disciplinariamente 

durante su permanencia en reclusión; si hubiera intentado fugarse, pues 

simplemente el Comité de Disciplina se hubiera abstenido de expedirle la 

Resolución favorable para la concesión del pluricitado subrogado liberatorio. 

 

Los distintos aspectos de índole personal, comportamental, de actividades de 

redención y su participación activa en las distintas actividades de capacitación 

establecidas en el centro carcelario, giran en torno a favor de mi representado 

para que sea merecedor de la concesión del subrogado penal, aquí deprecado. 

 

Lo expuesto permite deducir que el error en que incurrió el a quo en su 

Decisión argumentando la ausencia del cumplimiento de aspectos meramente 

administrativos (encontrarse en otra fase de tratamiento penitenciario al que 

le correspondía), son totalmente ajenos al control de mi representado, motivo 

por el cual le corresponde a este Despacho subsanar tal desatino no siendo 
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otra forma diferente que la de atender favorablemente el multicitado 

subrogado penal en pro de mi defendido. 

 

QUINTO: EL A QUO DESCONOCIÓ INEXPLICABLEMENTE LOS 

NOVEDOSOS PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES PROFERIDOS 

POR NUESTRAS HONORABLES CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Y 

TRIBUNAL SUPERIO DE BOGOTA, D.C., EN SUS RESPECTIVAS SALAS 

PENALES, QUIENES INDICARON QUE, PARA LA CONCESIÓN DE LA 

LIBERTAD CONDICIONAL, EL OPERADOR JUDICIAL DEBE TENER EN 

CUENTA EL COMPORTAMIENTO DEL PENADO DURANTE SU 

PERMANENCIA EN EL PENAL Y NO LA GRAVEDAD DE LA CONDUCTA 

PUNIBLE POR LA CUAL FUE SANCIONADO PENALMENTE, POR 

CUANTO QUE ESE ASPECTO YA FUE ANALIZADO POR EL JUZGADO 

DE CONOCIMIENTO EN LA SENTENCIA CONDENATORIA PROFERIDA 

EN SU CONTRA. 

 

De manera errada el a quo basa su Determinación en contra de mi 

representado exponiendo argumentos acerca de la gravedad de los punibles 

enrostrados a mi prohijado, desbordando sus funciones en este aspecto por 

cuanto que tales aspectos ya habían sido objeto de valoración jurídica por el 

fallador en su sentencia condenatoria. 

 

Igualmente, cita algunas decisiones jurisprudenciales de la H. corte 

Constitucional de los años 2005 (C-194) y 2014 (C-757) como sustento de su 

Determinación, pero inexplicablemente desconoció las recientemente 

proferidas por la H. Sala de Casación Penal de la C.S. J. y la Sala Penal del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, D.C., en las que trazan las 

directrices jurídicas que en torno a la valoración de la conducta punible deben 

tener en cuenta los operadores judiciales para el otorgamiento de la libertad 

condicional de los penados. 
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Es así, que se tienen las sentencias AP 2977-20221, STP 3588-20222, STP-

15008-20213 de la Sala Penal de la C.S.J.; y las proferidas por la Sala Penal 

del Tribunal Superior de Bogotá, D.C. con ponencia de los señores Magistrados 

Carlos Héctor Tamayo Medina4 y Ana Julieta Arguelles Daraviña5, en las que 

de manera constante han expuesto que los operadores judiciales no pueden 

negar la libertad condicional del condenado teniendo como fundamento 

únicamente la gravedad de su conducta punible y tampoco pueden efectuar 

nuevos reproches penales en torno a la misma, por cuanto que ese aspecto ya 

fue valorado por el juez de conocimiento al proferir la sentencia condenatoria, 

además que ello iría en contravía de la dignidad humana ya que lo estaría 

cosificando al sistema penal. 

 

Igualmente, equivaldría a la desmotivación de los condenados de mejorar su 

conducta al interior del penal y les haría perder la esperanza de recobrar 

pronto su libertad, lo cual no se encuentra conforme a nuestra normatividad 

penal en el sentido que la pena no está fijada para actuar como venganza en 

contra del penado, sino con el fin de que se mejore su conducta, reflexione 

sobre su mal proceder anterior y se prepare para su retorno social. 

 

Desafortunadamente, el análisis efectuado por el a quo en contra de mi 

defendido en su Decisión giró en torno a ese aspecto que conllevó a la negación 

del subrogado incoado y, aunque hizo mención a los aspectos favorables que 

reposan a favor de GARCÍA GONZÁLEZ, finalmente procedió a ignorarlos 

totalmente sin justificación alguna. 

 

Resulta nítido que las argumentaciones expuestas por el citado ejecutor 

resultan contrarias a la dignidad humana que le asiste a mi defendido, 

además de desconocer flagrantemente las funciones preventiva especial 

positiva y de resocialización asignadas a la pena en su fase de ejecución 

                                                             
1 Corte Suprema de justicia. Radicación No. 61471, proferida el 12 de Julio de 2022, con ponencia del Dr. 
Fernando León Bolaños Palacios. 
2 Corte Suprema de Justicia. CUI 11001220400020220005601, proferida el 10 de marzo de 2022, con 
ponencia de la Dra. Myriam Ávila Roldán.   
3 Corte Suprema de Justicia. Radicación No. 119724, proferida el 21 de octubre ce 2021, con ponencia del 
Dr. Gerson Chaverra Castro. 
4 CUI 11001220400020210178800. Accionante: Carmen Lilia Urrego Torres; accionado: Juzgado 17 
E.P.NM.S. de Bogotá, D.C. 
5 CUI 11001318701320170373601. Accionante: Pablo José Martínez. Accionado: Juzgado 13 de E.P.M .S. 
de Bogotá, D.C. 
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orientadas indefectiblemente a que el condenado recobre su libertad antes de 

culminar la totalidad de la pena, con las limitaciones establecidas en el 

artículo 65 del C.P., ya que pese a que GARCÍA GONZÁLEZ satisface 

plenamente los presupuestos contemplados en el artículo 64 íbidem procede a 

negarla tal subrogado liberatorio. 

 

Así mismo, dicha Determinación desconoció abiertamente y sin motivo alguno, 

los análisis efectuados por sus superiores jerárquicos (Tribunal Superior de 

Bogotá, y C.S.J.) al resolver los recursos de apelación y las acciones de tutela 

que sobre el particular instauraron los afectados, consistentes en que dichas 

Corporaciones dejaron sin efecto jurídico lo esbozado en primera instancia por 

los respectivos jueces ejecutores.  

 

Es claro que la mentada Determinación del juzgado octavo de EPMS, se 

encuentra totalmente alejada de la normatividad y la jurisprudencia penal 

reciente en el que trazaron los presupuestos que deben tenerse en cuenta por 

tales operadores judiciales para la concesión de la libertad condicional a favor 

del penado, como lo es, entre otros, que le corresponden a estos operadores 

judiciales valorar la conducta del penado durante su permanencia en 

reclusión, de tal modo que si la misma arroja aspectos favorables, 

indefectiblemente debe ser un factor importante para la concesión de dicho 

subrogado. 

 

Requisitos éstos que se cumplen en su totalidad por parte de mi apadrinado, 

como bien lo corrobora su cartilla biográfica, en la que fácilmente se deduce 

que ya se encuentra apto para retornar al conglomerado social, no siendo otra 

forma que mediante la concesión de su libertad condicional. 

 

Resulta evidente que la activa participación que ha tenido mi defendido 

durante la realización de distintas actividades programadas por las 

autoridades del penal donde se encuentra recluido, su permanente conducta 

EJEMPLAR, el haber cumplido sobradamente el tiempo mínimo de pena 

cumplida para su solicitud, la acreditación de arraigo familiar y social, la 

carencia de sanciones disciplinarias, la ausencia de requerimientos judiciales, 

el otorgamiento de Resolución favorable que le fue expedido  por las 
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autoridades penitenciarias, el encontrarse redimiendo  durante su 

confinamiento intramural siendo considerada su calificación como 

SOBRESALIENTE, denotan con facilidad, sin lugar a equívocos que GARCÍA 

GONZÁLEZ no requiere continuar privado de libertad en centro carcelario y 

que, por ende, resulta jurídicamente procedente la concesión de su libertad 

condicional a las luces del artículo 64 del C.P. 

 

Siendo así las cosas, resulta claro que las funciones de la pena contempladas 

en el inciso segundo del artículo 4º del C.P. se han cumplido plenamente en 

favor de mi prohijado, no existiendo razón jurídica válida (de índole 

constitucional y tampoco legal) para mantenerlo privado de libertad en centro 

penitenciario. 

 

A todas luces se vislumbra con total nitidez que están dados los presupuestos 

para que a GARCÍA GONZÁLEZ le sea otorgado el aludido subrogado 

liberatorio, motivo del presente recurso. 

 

 Como quiera que con la mentada Decisión el juzgado ejecutor en mención se 

caracteriza por haber contrariado la dignidad humana que le asiste a mi 

defendido; haber ignorado las funciones que cumple la sanción penal durante 

su fase de ejecución; y haber desatendido las Decisiones que, por vía de tutela 

y de apelación, han proferido recientemente nuestros H. Tribunal Superior de 

Bogotá, D.C. y la C.S.J., en sus respectivas Salas Penales, en las que han 

señalado los aspectos que deben tener en cuenta tales operadores judiciales 

para la concesión de la libertad condicional, como lo es que en esa etapa se 

debe examinar la conductas intramural del penado y que la gravedad o 

modalidad de la conducta punible no constituyen requisito determinante para 

negar dicho subrogado penal ya que fue valorado por el sentenciador en el 

proferimiento de la sanción penal, le solicito a su Despacho corregir tal yerro 

jurídico y, consecuentemente, atender favorablemente lo aquí impetrado para 

que a mi defendido le sea otorgado subrogado penal. 

 

El a quo centró su decisión negativa en la gravedad de la conducta punible de 

mi representado sabiendo que ese aspecto ya había sido valorado por su 

Despacho al momento de proferirle su condena, además de tener conocimiento 
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que tales aspectos ya resultan imposibles de remediar, en lo que corresponde 

durante la ejecución de la pena es el mejoramiento de la conducta del 

sentenciado, como claramente se observa que ha acontecido por parte de mi 

representado con base en los documentos obrantes en diligencias y que se le 

ponen de presente, ya que fueron desconocidos por el a quo. 

Finalmente, me permito adjuntar al presente los documentos a los que he 

hecho alusión a efectos que sean tenidos en cuenta como respaldo y criterio de 

orientación para su Determinación en pro de mi representado. 

Es claro que de acuerdo a las probanzas obrante en el cartulario se corrobora 

claramente que mi prohijado ya se encuentra apto para continuar la ejecución 

de esta sanción penal por fuera del establecimiento carcelario, conforme a lo 

normado en el citado artículo 64 del C.P. actual. 

 

PETICIÓN. 

 

En virtud de las anteriores argumentaciones, respetuosamente le solicito al 

señor Juez 34 penal del circuito, con funciones de conocimiento, de esta ciudad, 

revoque el Proveído, motivo del presente recurso. 

 

En consecuencia, le sea concedida la libertad condicional a mi defendido 

MELQUIS DANIEL GARCÍA GONZÁLEZ, al tenor de lo dispuesto en el 

articulo 64 del C.P., modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, con 

las limitaciones consignadas en el artículo 65 íbidem. 

Del Señor Juez, 

 

 

MISAEL A. GALINDO H. 

C.C. No. 79.547.715 de Bogotá, D.C.  

T.P. No. 100.604 C.S. DE LA J. 
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